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Un auto de detención contra el señor Lozano-Pomare por estos cargos fue dictado el 10

de septiembre de 2004, por orden de la corte arriba mencionada. Dicho auto de detención

permanece válido y ejecutable.

(...)

Aun cuando los delitos de concierto que están contenidos en la Resolución de Acusación

número 8: 04-CR-374-T-30TBM se alega comenzaron antes de 1997, la culpabilidad de

cada uno de los acusados por todos los cargos contenidos en este caso se encuentra

independientemente sustentada por las acciones adelantadas por los acusados con poste-

rioridad al 17 de diciembre de 1997, y con anterioridad al 1º de enero de 2005...».

4. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 514 de la Ley 600 de 2000, el
Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de la Oficina Jurídica, mediante oficio OAJ.E.
número 0084 del 24 de enero de 2005, conceptuó:

“...que por no existir Convenio aplicable al caso es procedente obrar de conformidad

con el ordenamiento procesal penal colombiano”.

5. Que el Ministerio del Interior y de Justicia, mediante oficio número 1453 del 9 de
febrero de 2005, remitió a la Sala de Casación Penal de la honorable Corte Suprema de
Justicia la documentación traducida y autenticada, con la cual la Embajada de los Estados
Unidos de América en nuestro país, formalizó la solicitud de extradición del ciudadano Tulio
Lozano Pomare, para que fuera emitido el respectivo concepto.

6. Que la Sala de Casación Penal de la honorable Corte Suprema de Justicia, mediante
providencia del 1º de junio de 2005, al encontrar cumplidos los requisitos que exigen las
normas aplicables al caso, conceptuó favorablemente a la extradición del ciudadano Tulio
Enrique Lozano Pomare.

Sobre el particular, la honorable Corporación manifestó:

“Por tanto, reunidos los requisitos establecidos en la ley penal colombiana y como no

se procede por delitos de carácter político, la Corte expedirá opinión en pro de la

extradición pedida.

Finalmente, es importante recordar que si el Ejecutivo Nacional accede a la entrega,

debe dar cumplimiento al artículo 512 del Código de Procedimiento Penal, es decir,

subordinar la concesión de la extradición especialmente a que el señor Lozano Pomare no

sea juzgado por hechos diversos a los que son objeto de pedido y entrega, a omitir todo

juzgamiento por conductas anteriores a la vigencia del Acto legislativo número 01 de 1997,

y a no someterlo, en caso de condena, a penas crueles, inhumanas o degradantes de la

dignidad del hombre ni a prisión perpetua.

Asimismo, en tal hipótesis, el Ejecutivo Nacional deberá efectuar el seguimiento

orientado a determinar si el Estado requirente cumple los condicionamientos a los que

pueda estar sujetada la concesión de la extradición, y establecer las consecuencias que se

derivarían de su incumplimiento.

Con base en lo expuesto, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia

emite concepto favorable a la solicitud de extradición del ciudadano colombiano Tulio

Enrique Lozano Pomare, hecha por el Gobierno de los Estados Unidos, a través de su

Embajada en Bogotá...”.

7. Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 519 del Código de Procedimiento Penal,
el concepto negativo de la Corte Suprema de Justicia obliga al Gobierno; pero si es favorable
a la extradición, lo deja en libertad de obrar según las conveniencias nacionales.

En consecuencia, atendiendo lo manifestado por la Sala de Casación Penal de la
honorable Corte Suprema de Justicia sobre el cumplimiento de los presupuestos exigidos en
la ley para la procedencia de la extradición por los cargos imputados a este ciudadano, y ante
la ausencia de limitantes para la concesión de la misma, el Gobierno Nacional concederá la
extradición del ciudadano colombiano Tulio Enrique Lozano Pomare, identificado con la
cédula de ciudadanía número 72127321, para que comparezca a juicio por el Cargo Uno

(Concierto para importar cinco kilogramos o más de cocaína.) Cargo Dos (Concierto para

fabricar y distribuir cinco kilogramos o más de cocaína con la intención de que dicha

cocaína fuera ilegalmente importada a los Estados Unidos) y por el Cargo Tres (Concierto

para poseer con la intención de distribuir cinco kilogramos o más de cocaína mientras se

encontraba a bordo de una embarcación), referidos en la Acusación número 8: 04-CR-374-
T-30TBM, dictada el 9 de septiembre de 2004, en la Corte Distrital de los Estados Unidos
para el Distrito Medio de Florida, pero únicamente por los hechos realizados con

posterioridad al 17 de diciembre de 1997, fecha a partir de la cual se permite la

extradición de ciudadanos colombianos por nacimiento.

8. Que el Gobierno colombiano podrá subordinar la concesión de la extradición a las
condiciones que considere oportunas, y en todo caso, para que pueda concederse la
extradición, deberá exigir al Estado requirente, que la persona solicitada no vaya a ser
juzgada por un hecho anterior diverso del que motiva la solicitud de extradición, ni sometida
a sanciones distintas de las que se le hubieren impuesto en la condena, según lo prescribe el
inciso 1° del artículo 512 de la Ley 600 de 2000.

9. El inciso 2° del artículo 512 de la Ley 600 de 2000 establece que si según la legislación
del Estado requirente, al delito que motiva la extradición corresponde la pena de muerte, la
entrega solo se hará bajo la condición de la conmutación de tal pena.

La honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia C-1106 del 24 de agosto de
2000, al decidir sobre la demanda de inconstitucionalidad en contra de, entre otros, el artículo
550 del anterior Código de Procedimiento Penal (artículo 512 de la Ley 600 de 2000, actual
artículo 494), resolvió:

“Tercero. Declarar EXEQUIBLE el primer inciso del artículo 550 del Código de

Procedimiento Penal, así como el segundo inciso de la norma citada, pero este último bajo

el entendido de que la entrega de una persona en extradición al Estado requirente, cuando

en este exista la pena de muerte para el delito que la motiva, sólo se hará bajo la condición

de la conmutación de la pena, como allí se dispone, e igualmente, también a condición de

que al extraditado no se le someta a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas

crueles, inhumanos o degradantes, ni a las penas de destierro, prisión perpetua y

confiscación, conforme a lo dispuesto por los artículos 11, 12 y 34 de la Constitución

Política”.

Teniendo en cuenta que los delitos referidos en la solicitud formal no están sancionados
con la pena de muerte, el Gobierno Nacional ordenará la entrega de este ciudadano bajo el
compromiso por parte del país requirente, sobre el cumplimiento de las demás condiciones
señaladas por la Corte Constitucional (inciso segundo del artículo 494 del nuevo Código de
Procedimiento Penal), en especial que no se le someta a la pena de prisión perpetua la cual
está prohibida en la legislación colombiana.

Por lo expuesto,

RESUELVE:

Artículo 1°. Conceder la extradición del ciudadano colombiano Tulio Enrique Lozano

Pomare identificado con la cédula de ciudadanía número 72127321, para que comparezca
a juicio por el Cargo Uno (Concierto para importar cinco kilogramos o más de cocaína)

Cargo Dos (Concierto para fabricar y distribuir cinco kilogramos o más de cocaína con la

intención de que dicha cocaína fuera ilegalmente importada a los Estados Unidos) y por el
Cargo Tres (Concierto para poseer con la intención de distribuir cinco kilogramos o más

de cocaína mientras se encontraba a bordo de una embarcación), referidos en la Acusación
número 8: 04-CR-374-T-30TBM, dictada el 9 de septiembre de 2004, en la Corte Distrital
de los Estados Unidos para el Distrito Medio de Florida, pero únicamente por los hechos

realizados con posterioridad al 17 de diciembre de 1997, fecha a partir de la cual se

permite la extradición de ciudadanos colombianos por nacimiento.

Artículo 2°. Ordenar la entrega del ciudadano Tulio Enrique Lozano Pomare, bajo el
compromiso por parte del país requirente sobre el cumplimiento de las condiciones a que
hace referencia el inciso 2° del artículo 512 de la Ley 600 de 2000 (anterior artículo 550 y
actual 494), previa información al mismo de lo resuelto por la honorable Corte Constitucio-
nal en la sentencia C-1106 del 24 de agosto de 2000.

Artículo 3°. Advertir al Estado requirente que el ciudadano extraditado no podrá ser
juzgado ni condenado por un hecho anterior diverso del que motiva la presente solicitud, de
conformidad con lo dispuesto por el inciso 1° del artículo 512 de la Ley 600 de 2000.

Artículo 4º. Notificar la presente decisión al interesado o a su apoderado, haciéndole
saber que contra la misma procede el recurso de reposición, el cual podrá interponer dentro
de los cinco (5) días siguientes a su notificación.

Artículo 5º. Enviar copia auténtica de la presente resolución, previa su ejecutoria, a la
Oficina Asesora Jurídica y a la Dirección General de Asuntos Consulares y Comunidades
Colombianas en el Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores y al Fiscal General de
la Nación, para lo de sus competencias.

Artículo 6º. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.

Publíquese, comuníquese, notifíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 15 de junio de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL

DECRETOS

DECRETO NUMERO 827 DE 2005

(marzo 22)

por el cual se modifica el inciso segundo del artículo 1º del Decreto 3545 de 2004.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constituciona-
les y legales, en especial las conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución
Política,

DECRETA:

Artículo 1°. Modifícase el inciso segundo del artículo 1º del Decreto 3545 de 2004, el
cual quedará así:

“El porcentaje de la transferencia que será redistribuido de conformidad con lo
establecido en el presente decreto no modificará la base para el cálculo de los aportes del
presupuesto nacional y de las entidades territoriales que recibirán anualmente las universi-
dades estatales u oficiales de que trata el inciso 2° del artículo 86 de la Ley 30 de 1992”.
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Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de su publicación y deroga las disposiciones
que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 22 de marzo de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

La Ministra de Educación Nacional,

Cecilia María Vélez White.

DECRETO NUMERO 2035 DE 2005

(junio 16)

por el cual se reglamenta el parágrafo 1º del artículo
12 del Decreto-ley 1278 de 2002.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constituciona-
les y legales, en especial las conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución
Política,

DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. El presente decreto establece los objetivos y los requisitos del
programa de pedagogía que deben acreditar los profesionales con título diferente al de
licenciado en educación al término del período de prueba, de acuerdo con las disposiciones
del artículo 12 del Decreto-ley 1278 de 2002.

Artículo 2º. Objetivos del programa de Pedagogía. El programa de Pedagogía para
profesionales no licenciados debe lograr:

a) Consolidación de una visión de sí mismo, de su profesión y de la responsabilidad del
ejercicio de la docencia, orientada por valores éticos;

b) Construcción personal y profesional de una fundamentación pedagógica y una actitud
de formación permanente que redunde en el mejoramiento progresivo de su práctica
educativa;

c) Desarrollo de una comprensión del mundo, del país y de su entorno, que tenga en
cuenta las características territoriales y las diferencias culturales;

d) Apropiación de herramientas que faciliten la organización de ambientes y el diseño
de situaciones pedagógicas que permitan a los profesionales no licenciados y a los
educandos, comprender la realidad y actuar para transformarla.

Artículo 3º. Aspectos institucionales. Las instituciones de educación superior que, de
conformidad con lo establecido en el parágrafo 1º del artículo 12 del Decreto 1278 de 2002,
ofrezcan el programa de Pedagogía deben llenar los siguientes requisitos:

a) Ofrecer programas en educación y haber obtenido para ellos acreditación previa o
registro calificado;

b) Tener al menos una línea de investigación para apoyar el programa que se propone
desarrollar.

Parágrafo. Para desarrollar el programa de Pedagogía, las instituciones de educación
superior, podrán realizar convenios con las escuelas normales superiores, debidamente
acreditadas.

Artículo 4º. Aspectos curriculares del programa. Las instituciones de educación
superior que ofrezcan el programa de pedagogía estructurarán un conjunto de acciones
formativas, que tengan en cuenta:

a) Las competencias pedagógicas: saber enseñar, organizar, desarrollar y dirigir situa-
ciones y ambientes de aprendizaje; evaluar, proponer, desarrollar y sistematizar nuevas
estrategias de aprendizaje y articular la práctica pedagógica con los contextos;

b) Los cambios físicos y psicológicos que se producen en el desarrollo de niñas, niños
y jóvenes, y su relación con los procesos de aprendizaje;

c) Las bases conceptuales y prácticas de la pedagogía, su interdisciplinariedad, la
organización curricular y el uso de los recursos de aprendizaje y de los medios interactivos
de comunicación e información;

d) La profundización de nuevas teorías, enfoques, modelos, metodologías o estrategias
en el campo de la educación, la pedagogía, las didácticas y las nuevas tecnologías,
relacionadas con la práctica profesional del educador;

e) Los fundamentos de la evaluación, teniendo en cuenta sus diferentes usos: diagnós-
tico, seguimiento y mejoramiento de los procesos formativos, de desempeño docente y
directivo, y desarrollo institucional.

Artículo 5º. Duración y metodología del programa. La institución que ofrezca el
programa de pedagogía, deberá facilitar al participante las condiciones necesarias para
desarrollar las acciones formativas presenciales y el acompañamiento requerido en las
acciones del trabajo autónomo.

El programa académico se organizará en créditos, de tal manera que permita la
evaluación de su calidad, con un componente presencial no inferior al 50%. Los programas
tendrán como mínimo 10 créditos académicos. Un crédito corresponde a 48 horas de trabajo
académico.

Artículo 6º. Validez de los programas. Los profesionales con título diferente al de
licenciado en educación que no estén vinculados al servicio educativo estatal en período de
prueba, podrán realizar un programa de pedagogía.

Los cursos de pedagogía para profesionales no licenciados, organizados en virtud de la
Ley 115 de 1994 y el Decreto 709 de 1996, registrados ante el Comité Territorial de
Capacitación y que a juicio de la Secretaría de Educación, cumplan los objetivos y las
disposiciones establecidas en el presente Decreto, y realizados antes de la vigencia del
presente decreto, son válidos como programa de pedagogía para los profesionales no
licenciados.

Artículo 7º. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 16 de junio de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Educación Nacional,

Cecilia María Vélez White.

DEPARTAMENTO NACIONAL

DE PLANEACIÓN

DECRETOS

DECRETO NUMERO 2010 DE 2005

(junio 15)

por el cual se reglamenta el artículo 54 de la Ley 141 de 1994, modificado
por el artículo 40 de la Ley 756 de 2002.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades constitucionales y
legales, en especial de las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de Constitución
Política y en desarrollo del artículo 54 de la Ley 141 de 1994, modificado por el artículo 40
de la Ley 756 de 2002, y

CONSIDERANDO:

Que el Decreto 149 de 2004 suprimió la Comisión Nacional de Regalías, Unidad
Administrativa Especial y ordenó su liquidación y en el artículo 20 dispuso que “(...) todas
las referencias que hagan las disposiciones legales vigentes a la Comisión Nacional de
Regalías se entenderán referidas a la entidad que el Gobierno Nacional determine que
asuma las funciones de la Comisión Nacional de Regalías”;

Que el Decreto 195 de 2004 en el artículo 52 estableció que “(...) todas las referencias
que hagan las disposiciones legales vigentes a la Comisión Nacional de Regalías, se
entenderán referidas, en lo pertinente, al Departamento Nacional de Planeación”;

Que el Decreto 1747 de 1995 en el artículo 19 señala que la Comisión Nacional de
Regalías redistribuirá los recursos de reasignación de regalías y compensaciones en los
siguientes términos: “De conformidad con los artículos 26, 29 y 63, 54 y 55 de la Ley 141
de 1994, la Comisión Nacional de Regalías, redistribuirá los recursos recibidos a título de
depósito para los casos de: (...) c) Excedentes después de aplicar los límites a las
participaciones en las regalías y compensaciones (escalonamiento) en los términos de la
ley”;

Que la Ley 141 de 1994 en el artículo 54, modificado por el artículo 40 de la Ley 756 de
2002, establece que: “Las regalías y compensaciones pactadas a favor de los departamentos
que queden disponibles luego de aplicar las limitaciones previstas en los artículos 49 y 51
de la presente ley, ingresarán en calidad de depósito, al Fondo Nacional de Regalías. Este
las destinará, de manera equitativa y en forma exclusiva, para financiar proyectos elegibles
que sean presentados por los departamentos no productores que pertenezcan a la misma
región de planificación económica y social de aquella cuya participación se reduce”;

Que el artículo 54 de la Ley 863 de 2003 estableció temporalmente una destinación
especial para los recursos recaudados por concepto de los parágrafos 2° y 3° del artículo 54
de la Ley 141 de 1994, modificado por el artículo 40 de la Ley 756 de 2002;

Que se hace necesario implementar mecanismos de distribución de los recursos de
reasignación de regalías y compensaciones (escalonamiento), su procedimiento y requisitos
para que las entidades territoriales beneficiarias accedan a estos recursos,

DECRETA:

Artículo 1°. Ambito de aplicación. El presente decreto se aplicará a la reasignación de
regalías y compensaciones (escalonamiento) pactadas a favor de los departamentos no
productores y municipios a que se refiere el artículo 54 de la Ley 141 de 1994, modificado
por el artículo 40 de la Ley 756 de 2002.

Artículo 2°. Utilización de los recursos de reasignación de regalías y compensaciones
(escalonamiento). Las redistribuciones que el Departamento Nacional de Planeación realice
de los recursos de que trata el artículo 1° del presente decreto se utilizarán por las entidades
territoriales beneficiarias así:

1. Los departamentos destinarán el noventa por ciento (90%) a inversión en proyectos
prioritarios que estén contemplados en el plan general de desarrollo del departamento o en
los planes de desarrollo de sus municipios.


